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Boletín Nº 3.904-10.
INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACIÓN LATINOAMERICANA ACERCA DEL PROYECTO APROBATORIO DEL “ACUERDO SOBRE  EXTRADICIÓN ENTRE LOS ESTADOS PARTE DEL MERCOSUR Y LA REPÚBLICA DE BOLIVIA Y LA REPÚBLICA DE CHILE”.
)=====================================================================(

HONORABLE CÁMARA:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar, en primer trámite constitucional y con urgencia calificada de “suma”, sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional indicado en el epígrafe, celebrado entre los Estados miembros plenos del Mercosur, más Chile y Bolivia, como Estados asociados, con el objeto de fortalecer, mediante la cooperación jurídica en procedimientos de extradición, el proceso de integración regional.
I.- CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes y previamente al análisis de fondo de estos instrumentos internacionales, se hace constar:


1°) Que la idea matriz o fundamental del proyecto de acuerdo es aprobar un acuerdo o tratado internacional que regula el procedimiento de extradición entre los países señalados; el que, en conformidad con lo dispuesto por el Nº 1 del artículo 50 de la Constitución Política, la H. Cámara sólo puede aprobar o desechar; por lo tanto, respecto de él, no son aplicables los artículos 66 y 70 del Texto Fundamental.


2º) Que las disposiciones del tratado en trámite no requieren de quórum especial para su aprobación parlamentaria ni que sean conocidas por la H. Comisión de Hacienda.


3°) Que en el estudio de este proyecto de acuerdo la Comisión escuchó al Ministro de Relaciones Exteriores, señor Ignacio Walker Prieto, y al Director de Asuntos Jurídicos del  Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Claudio Troncoso Repetto; quienes dieron, en lo sustancial, opiniones favorables a su aprobación, análogas a las dadas en el mensaje.


4°) Que el proyecto de acuerdo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señoras Allende Bussi, doña Isabel, y González Román doña Rosa, y los señores Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Longton Guerrero, don Arturo; Mora Longa, don Waldo; Riveros Marín, don Edgardo; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo.


5°) Que por unanimidad se designó Diputado Informante la H. Diputada PÉREZ SAN MARTÍN, DOÑA LILY.

II.- ANTECEDENTES GENERALES.


1º)El mensaje señala que este tratado fue adoptado en el marco de los esfuerzos de Chile, Bolivia y los Países del MERCOSUR en orden a armonizar sus legislaciones, lo que hacen en este instrumento que recoge los principios generales del derecho internacional en materia de extradición, lo que permite que sus disposiciones sean concordantes con los criterios contemplados en el tratados bilaterales que Chile ha suscrito sobre la materia, entre los que se contemplan el  de la doble incriminación, el de la mínima gravedad, el non bis idem, el de la no prescripción de la pena y de la acción, el de la exclusión de ciertos delitos, el de la especialidad, el de la no aplicación de la pena de muerte y de pena privativa de libertad a perpetuidad y su sustitución, y el de la no extradición de los nacionales..

2º) Chile mantiene tratados bilaterales de extradición, además, con Bélgica, 1899; Bolivia, 1910; Brasil, 1935; Colombia, 1914; Ecuador, 1897; Estados Unidos, 1900; Inglaterra, 1898; Paraguay, 1897; Perú, 1932; Uruguay, 1897; Venezuela, 1962, y la Convención sobre Extradición, aprobada en la Séptima Conferencia Panamericana de Montevideo, de 1933. Se agregan las normas especiales sobre extradición que se contemplan en el Código de Derecho Internacional Privado, también conocido como “Código de Bustamante”.


También con el propósito de actualizar el régimen de la extradición, nuestro país ha celebrado tratados bilaterales con los Estados Unidos Mexicanos y el Reino de España, ambos aprobados por el Congreso Nacional; promulgados por los decretos supremos del Ministerio de Relaciones Exteriores Nºs. 1.011, de 1993, y 31, de 1995, y publicados en el Diario Oficial de los días 30 de noviembre de 1993, y 11 de abril de 1995, respectivamente.


Estos tratados, como se ha señalado en otras ocasiones, siguen las tendencias fundamentales del Derecho Internacional de la Extradición contemporáneo, que se orientan hacia una estrecha cooperación entre los Estados para ampliar el ámbito de los delitos extraditables y flexibilizar los procedimientos, sin perjuicio de salvaguardar los derechos individuales de los afectados.


3º) Por último, cabe señalar que a estos tratados debe remitirse el juez nacional para decidir sobre la procedencia de las solicitudes de extradición, pasiva o activa, en conformidad con los artículos 637 y 651 del Código de Procedimiento Penal.

III.- RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL ACUERDO EN TRÁMITE.


Este tratado consta de 31 artículos, agrupados en diez capítulos, de los cuales se reseña su contenido, indicando entre paréntesis el número del artículo correspondiente a la norma en comento.

El capítulo I, relativo a los “principios generales”, establece las obligación de los Estados Parte de conceder la extradición de personas que se encuentren en sus respectivos territorios y que sean requeridas por las autoridades judiciales para ser procesadas por la presunta comisión de un delito o para la ejecución de una pena privativa de libertad (1) y los delitos que dan lugar a ella: los punibles en ambos Estados con una pena privativa de libertad cuya duración máxima no sea inferior a dos años, respecto de los cuales aún quede por cumplir una pena no inferior a seis meses, y los previstos en acuerdos multilaterales (2).

El capítulo II, se ocupa de la “procedencia de la extradición”. En lo fundamental se requiere que los hechos tipificados como delito sean punibles en ambos Estados con pena privativa de libertad (3).

El capítulo III, se refiere a la “improcedencia de la extradición”. En virtud de las reglas de este capítulo no podrá modificarse la calificación del hecho constitutivo de delito durante el proceso a no ser que la nueva calificación permita la extradición (4); se excluyen de extradición los delitos políticos; los conexos con delitos de esta naturaleza (5); los delitos militares (6), y los cometidos por menores de 18 años al tiempo de la comisión del hecho o de los hechos por los cuales se solicita (10). 

No serán considerados delitos políticos, bajo ninguna circunstancia, principalmente:

a) El atentado contra la vida o la acción de dar muerte a un Jefe de Estado o de Gobierno o a otra autoridades nacionales o locales o sus familiares;

b) El genocidio, los crímenes de guerra o los delitos contra la humanidad;


c) Los actos de naturaleza terrorista;


d) Los que afecten a personas sujetas a protección internacional, incluidos los agentes diplomáticos;


e) La toma de rehenes o el secuestro de personas, y


f) Los actos de captura ilícita de embarcaciones o aeronaves.

El capítulo IV trata de la “denegación facultativa de extradición”, permitida respecto de los nacionales del Estado requerido (11) o respecto de personas que están siendo juzgadas en el territorio del Estado requerido por los hechos en que se funda la solicitud (artículo 12).

El capítulo V establece “límites a la extradición”, entre las que se contempla que, en ningún caso,  se podrá aplicar al extraditado la pena de muerte o una pena privativa de libertad a perpetuidad (13); lo mismo que la persona extraditada no podrá ser detenida, juzgada ni condenada en el Estado requirente por otros delitos cometidos con anterioridad a la fecha de la solicitud de extradición y no cometidos en ésta, salvo que el extraditado permanezca voluntariamente en el país que lo requirió por más de 45 días después de su liberación o regrese a él después de haberlo abandonado o cuando las autoridades del Estado requerido consistieren en la extensión de la extradición (14).

La persona entregada tampoco podrá ser reextraditada a un tercer Estado sin el consentimiento del Estado parte que haya concedido la extradición, salvo que dicha persona se encuentre en la situación de permanencia o de regreso antes señalada (15).

El capítulo VI, se refiere al “derecho de defensa” de la persona reclamada (16) y a la consideración del período de detención cumplido por el extraditado  en el “cómputo de la pena” (17).

El capítulo VII regula el “procedimiento” aplicable a la tramitación, vía diplomática, de la solicitud de extradición, a su diligenciamiento conforme a la legislación del Estado requerido, a la exención de legalización de la solicitud y a diversos aspectos formales propios de esta institución (18 a 28).

En materia de gastos se dispone que el Estado requerido se hará cargo de los ocasionados en su territorio con motivo de la detención de la persona a extraditar y que los motivados por el traslado y el tránsito de la persona reclamada serán de cargo del Estado requirente (28).

El capítulo VIII trata de la “detención preventiva con fines de extradición”, la que se permite para asegurar el procedimiento respecto de la persona reclamada, la cual será cumplida con la máxima urgencia por el Estado requerido y de acuerdo con su legislación (29).

El capítulo IX regula aspectos de “seguridad, orden público y otros intereses esenciales”, que pueden permitir, excepcionalmente, que el Estado requirente deniegue la solicitud de extradición por consideraciones que incidan en tales aspectos (30).

Por último, el capítulo X se refiere a las “disposiciones finales”, según las cuales el Acuerdo queda sujeto al trámite de ratificación y vigencia, a partir del depósito de los instrumentos correspondientes por dos Estados Parte del MERCOSUR y por Chile o por Bolivia; para los demás regirá a partir del trigésimo día posterior al depósito de su respectivo instrumento (31).
III. DECISIONES DE LA COMISION.


a) Aprobación del proyecto de acuerdo.


El estudio efectuado por la Comisión ha permitido constatar que el Acuerdo internacional en trámite se ajusta a los principios comunes a los tratados de extradición celebrados por el país, y, además, la tramitación de las solicitudes correspondientes deberá ajustarse a la legislación interna de los Estados Parte, de modo que concluyó en que no hay inconvenientes de derecho para su aprobación.


Además, sus Diputados integrantes compartieron los propósitos de los Gobiernos que concurrieron a su celebración, según lo expresan en su preámbulo, de manera que, por unanimidad, la Comisión decidió proponer a la H. Cámara que le preste su aprobación, para lo cual propone adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo con modificaciones formales que tienen por objeto citar el tratado por el título que registra el original sometido a la sanción parlamentaria, autenticado por el Subsecretario de Relaciones Exteriores


b) Texto del artículo único que propone la Comisión.


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo sobre extradición entre los Estados Parte del Mercosur y la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito el 10 de diciembre de 1998.”.

)--------(


Discutido y despachado en sesión del 5 de julio de 2005, con asistencia de las Diputadas señoras Allende Bussi, doña Isabel, y González Román, doña Rosa; y los señores Diputados Bayo Veloso, don Francisco; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Leay Morán, don Cristián; Longton Guerrero, don Arturo; Mora Longa, don Waldo; Moreira Barros, don Iván; Riveros Marín, don Edgardo; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo (Presidente de la Comisión.


SALA DE LA COMISION, a 5 de julio de 2005.

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA

Secretario de la Comisión.

